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“Gral. Martín Miguel de Güemes 
Héroe de la Nación Argentina” 

 
 

CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 150 
 

EXCUSACIÓN.  Art. 51, inc. 11 del C.P.P. (texto según  ley 6345 y modificatorias)   
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la excusación formulada por el señor Juez de Corte, Dr. Abel Corne-
jo.II. DECLARAR abstracta la excusación formulada por el Sr. Juez de Corte, Dr. Sergio Fabián Vittar.III. DISPONER el 
apartamiento del Dr. Matías Sanz Navamuel como abogado codefensor del imputado.IV. COMUNICAR al imputado que 
podrá designar a cualquier abogado de la matrícula para que ejerza su defensa, con excepción de aquellos que se encuentren 
en la situación prevista en el apartado b) del art. 73 de la Ley de Ejercicio Profesional de Abogado y Procurador (Nº 5412). 
DOCTRINA: El instituto de la excusación -al igual que la recusación con causa creada es un mecanismo de excepción, para 
casos extraordinarios. En efecto su aplicación provoca el desplazamiento de la legal y normal competencia de los jueces y la 
consecuente alteración del principio constitucional del juez natural; además, que la necesidad de evitar la privación de justi-
cia pone límites al deber de apartamiento que establecen las leyes para tutela de la imparcialidad de los magistrados y ex-
cluye todo abuso dirigido a entorpecer la marcha del proceso.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ANSELMI MAGNONE, GUSTAVO JUAN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.308/11)  (Tomo 
160: 413/420 – 20/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual con acceso carnal. “Fellatio in ore”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 281/293. 
DOCTRINA: El sistema de la sana crítica racional permite construir un determinado acontecer, mediante inferencias que 
descansan en indicios y éstos sólo tienen valor probatorio cuando no pueden dar lugar a ninguna otra conclusión es decir, 
cuando resultan unívocos. Ello es así, por cuanto en el sistema de la libre convicción no puede negarse siquiera que los 
jueces se basen únicamente en prueba indiciaria para obtener una decisión que exija certeza, siendo extremo el rigor empíri-
co al que tal decisión se somete. 

En el supuesto contemplado por el art. 119, 3er párrafo tercero del C.P., el acceso carnal, que significa la introduc-
ción del órgano genital masculino en el cuerpo de la otra persona, implícitamente se refiere a penetraciones capaces de posi-
bilitar una cópula sexual o un equivalente de ella, comprendiendo como modalidad comisiva otras formas de penetración 
diferentes de la vaginal, como es la práctica vía oral del acto sexual. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Garros 

Martínez, Posadas y Vittar) 

El art. 119, 3er. párrafo del C.P., tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la integri-
dad sexual de las personas. Esta libertad puede ser entendida desde un doble aspecto, positivo-dinámico, por un lado, como 
la capacidad de libre disposición del propio cuerpo a los efectos sexuales, es decir el consentimiento de la víctima de man-
tener trato sexual con terceros con arreglo a su querer libre y consciente. Por otro, negativo-pasivo, esto es, la capacidad del 
sujeto para no ejecutar actos de naturaleza sexual que no desee. 

Esta noción de libertad sexual se puede utilizar cuando la violación se comete mediante el empleo de fuerza o inti-
midación, habida cuenta de que no es necesario ningún requisito esencial de la víctima, en la cual se presume su capacidad 
de conocer y de valorar el alcance del acto que se pretende ejecutar. En síntesis de lo que se trata es de la violación de la 
autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en este especial caso, cuando se avanza en 
contra del ámbito de lo sexual.  

La misma idea es la que guía el problema de los menores de 13 años, en este caso la protección es el ámbito de li-
bertad, a lo que se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima. Por eso en segundo lugar, además de la viola-
ción a la autonomía de la libertad, especializada en el ámbito sexual, se puede afirmar que también está en juego la intangi-
bilidad sexual o de indemnidad sexual. 

El art. 119, 3er párrafo del C.P. contempla otras modalidades comitivas distintas a la introducción vía vaginal del 
órgano sexual masculino, que también implican penetración.  (Del voto de los Dres. Cornejo y Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C GUERRERO, HÉCTOR ARMANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.504/10)  (Tomo 160:  
1089/1106 - 02/noviembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acción privada. Prescripción. Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 56/58, en los términos 
de los puntos 7º y 8º de los considerandos y, en su mérito, dejar sin efecto el auto de sobreseimiento de fs. 28/29 vta., y 
ordenar que bajen los autos al tribunal de origen para que se agreguen informes del Registro Nacional de Reincidencia y 
planillas prontuariales actualizados. 
DOCTRINA: El curso de la prescripción únicamente se suspende e interrumpe por las causales establecidas en el art. 67 del 
Código Penal. 

Entre las segundas, la comisión de otro delito sólo puede tenerse por existente cuando ello se ha declarado median-
te sentencia firme, lo que implica que para constatarlo se torna imprescindible acudir al informe del Registro Nacional de 
Reincidencia. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz y Vittar; Posadas y Garros Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUE-
RELLA POR INJURIAS INTERPUESTA POR EL DR. CHAMORRO, JOSÉ FERNANDO CONTRA GARECA, RO-
BERTO ELIO; FARFÁN ERICA G. – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.537/10)  (Tomo 160:  251/258 - 
18/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Concurso aparente de leyes, tipos o figuras penales. Hurto calamitoso. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 58/63 vta. y, en su mérito, revocar el 
fallo de fs. 56/57 vta. y declarar la nulidad del punto 2º del auto resolutivo de fs. 48/49, debiéndose sustituir la calificación 
legal de los hechos por los que se procesa a Flavio Manuel Nieva, por la del delito de robo, previsto en el art. 164 del Códi-
go Penal. 
DOCTRINA: Para que se configure el delito previsto en el art. 162 del C.P., no es indispensable que el sujeto activo haya 
concebido la idea de apoderarse de algo desde el primer momento en que inició el despliegue de violencia sobre el sujeto 
pasivo o antes, puede ocurrir que el atentado contra la propiedad se configure en el ínterin una primera agresión y ello no 
bifurca el acontecimiento en dos conductas distintas, de modo que se pueda calificar el hecho como lesiones y hurto en 
concurso real, máxime cuando el hecho encuadra así perfectamente en la figura de robo. 

El damnificado por un hurto se encuentra en situación de “infortunio” cuando físicamente está en un estado desgra-
ciado o lo aflige un hecho o acaecimiento de la misma índole. Lo esencial es que la persona se encuentre ya o que en el 
momento del hecho sea víctima física o moral de una desgracia. No es suficiente que el hurto se cometa con ocasión del 
acontecimiento desgraciado, sino que es menester que éste haya debilitado la defensa que la víctima habría podido ejercer 
de ordinario sobre la cosa, facilitándose así el delito. 

No es posible sobreseer al imputado por el delito de lesiones y al mismo tiempo procesarlo por el de hurto calami-
toso, pues de acuerdo al particular modo de ejecución y tratándose de una unidad delictiva ello deviene improcedente. (Del 

voto de los Dres. Garros Martínez, Vittar, Díaz, Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 

El hecho es conducta humana manifestada como actividad (acción) o inactividad (omisión) y el tipo es la descrip-
ción formal de una conducta punible. El tipo delictivo o tipo penal o tipo legal o figura delictiva o, simplemente tipo, no es 
el hecho punible, sino uno de sus elementos. Desde el punto de vista dogmático, el tipo constituye la característica jurídica 
del hecho punible que representa la base fáctica alrededor de la cual giran la antijuridicidad, la culpabilidad y la punibilidad. 

Por lo general, los tipos delictivos son autónomos entre sí, porque, por su distinta estructura, funcionan indepen-
dientemente. Sin embargo, a veces los tipos están relacionados y la aplicación de uno implica la exclusión del otro. En esta 
situación, las distintas leyes (tipos) penales concurren aparentemente. Esto diferencia el concurso aparente de leyes del 
concurso verdadero de delitos, el cual supone la concurrencia formal o ideal (art. 54), o bien real o material (art. 55) de los 
tipos o disposiciones penales en juego. 

Entre los tipos se admiten las siguientes relaciones excluyentes, a saber: alternatividad, especialidad, consunción, y 
subsidiariedad. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C NIEVA, FLAVIO MANUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.344/10)  (Tomo 160:  121/130 - 
14/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Estupro. Valoración de las pruebas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 183/187 y, en su mérito, revocar los 
puntos 1º y 2º de la sentencia de fs. 147, y condenar a Pedro Jerónimo Escalante, de las demás condiciones personales 
obrantes en autos, a la pena de seis años de prisión de ejecución efectiva, por resultar autor del delito de estupro agravado, 
previsto y reprimido por el art. 120 primero y segundo párrafos del Código Penal, en función del inciso b) del art. 119 del 
mismo cuerpo legal, ordenando su inmediata detención para el cumplimiento de la sanción que aquí se dispone. II. HACER 
SABER al Poder Ejecutivo Provincial acerca de la situación de absoluta dependencia económica respecto del condenado en 
la que se encuentran la víctima y sus parientes cercanos, para que estime la posibilidad de brindar apoyo psicológico, social 
y económico al grupo familiar. 
DOCTRINA: (Mayoría) El deber de efectuar un examen crítico de la prueba que la ley impone al juez no le impide asignar 
un determinado valor probatorio a las manifestaciones de un testigo o víctima cuando éste las altera a lo largo de sus distin-
tas intervenciones en el proceso. Por el contrario, dicha circunstancia obliga al magistrado a valorarlas con mayor cuidado, 
con el objeto de establecer cuál de esas expresiones es valiosa para el esclarecimiento de la verdad real, labor que debe 
efectuarse correlacionando tales dichos con los restantes elementos obrantes en la causa. 

La necesidad de demostrar contradicciones o variaciones entre las declaraciones prestadas con anterioridad y las 
prestadas en el debate es uno de los taxativos supuestos que autoriza al tribunal a incorporar aquellas que fueron producidas 
en la etapa preparatoria del proceso, encontrándose, además, permitida la introducción de toda acta judicial y de otros do-
cumentos; proceder que no puede ser ulteriormente cuestionado si no  se advierte oportuna oposición o protesta de la defen-
sa respecto a ninguna de esas pruebas. 

El elemento “inmadurez sexual” del tipo penal de estupro (art. 120 del C.P.), no se circunscribe a un conocimiento 
meramente físico o fisiológico acerca del acto sexual, ni siquiera cuando éste es producto de la práctica sexual. Tan acotada 
comprensión resulta insuficiente a la luz del interés protegido por la figura, que involucra el más amplio ámbito de la sana e 
íntegra conformación de la personalidad en el área sexual, en base a la cual puede el adolescente discernir el verdadero 
sentido y naturaleza de su conducta, para prestar un consentimiento libre y consciente sobre aquellas acciones que puedan 
afectar dicha esfera vital. 

La sentencia es válida si encuentra motivación en el convencimiento alcanzado mediante el triunfo racional de los 
factores incriminantes, legítimamente incorporados como prueba, por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al 
imputado. (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Cornejo y Díaz) 

(Minoría) La Ley 25087 –modificatoria del Libro II Título III del Código Penal- es fruto de variados proyectos le-
gislativos unificados en un solo texto bastante criticable en su técnica que tuvo origen en la Cámara de Diputados y que por 
cuestiones de celeridad –expresamente mencionadas por distintos Senadores- no fue reformado en la Cámara Revisora; lo 
cual alcanza al art. 120 del C.P. El texto promulgado sustituye el término compuesto mujer honesta, pero añade otros mer-
ced a los cuales las dificultades interpretativas no han perdido vigencia. Con la eliminación de la palabra “mujer” sin dudas 
se amplió el sujeto pasivo sin distinciones de sexo; empero el tan discutido concepto de “honestidad” fue reemplazado por 
otro de iguales connotaciones: “inmadurez sexual”. 

Sobre este último, los autores han presentado distintas posiciones: para algunos “inmadurez” equivale a inexpe-
riencia –por ej. Breglia Arias, Gauna, Villada, Donna, Edwards, Pandolfi, Buompadre, D‘Alessio- y para otros significa una 
madurez insuficiente para consentir el acto que no excluye la experiencia inmadura anterior –por ej. Arocena y Reinaldi- 
(cfr. Reinaldi, Víctor F., “Los delitos sexuales en el código penal argentino – ley 25087”, Ed. Lerner, Córdoba, 2005, págs. 
158 y 159). 

Además, el actual art. 120 del C.P. incluye un elemento típico de carácter subjetivo que antes no se encontraba pre-
visto y que ha sido añadido algo casuísticamente complicando la cuestión; esto es, el aprovechamiento por parte del autor de 
la mencionada inmadurez sexual de la víctima, sea en razón de su mayoría de edad, su relación de preeminencia u otra cir-
cunstancia equivalente. El “aprovechamiento” fue identificado en la Cámara Alta por el Senador Yoma con la acción de 
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“abusar” –concepto que parece oscurecer aún más su comprensión-, a lo que cabe sumar los reparos formulados por el Se-
nador Maglietti relativos, precisamente, a las costumbres y culturas propias de las zonas rurales del país. 

Como puede advertirse, la redacción del art. 120 del C.P. ya en su sanción fue cuestionada y ello, lógicamente, se 
traduce en una poco sencilla aplicación para los tribunales. Indudablemente, las mayores dificultades surgen al momento de 
comprobar la concurrencia de los elementos normativos y subjetivos del tipo, máxime cuando se encuentran absolutamente 
relacionados, pues el dolo de la figura –que es directo- exige al autor no sólo conocer la edad de la víctima, sino también su 
inmadurez sexual, cuyo significado es incluso discutido por los especialistas. 

Corresponde confirma la absolución si encuentra razón en la duda del tribunal de sentencia sobre los elementos tí-
picos de la figura en que se subsume el hecho; estado intelectivo que se manifestó en la convicción de los iudicantes, fun-
damentalmente, a partir de la declaración de la víctima prestada en debate, prueba de capital importancia para establecer la 
concurrencia o no de las exigencias constitutivas de la ley penal, que fue valorada directamente merced a los beneficios de 
la inmediación. (Del voto del Dr. Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ESCALANTE, PEDRO JERÓNIMO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.951/09)  (Tomo 160:   
523/542 - 27/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Homicidio culposo. Sana crítica racional. Nexo causalidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 395/397 vta. 
DOCTRINA: El consentimiento de las partes cuando se ordenó la incorporación de prueba al debate tiene una importancia 
relevante, porque representa la falta de interés en revisar tales elementos convictivos, la queja al respecto no puede ser re-
servada para una instancia posterior cuando se llegó a un resultado adverso y esta oposición de ese modo formulada resulta 
absolutamente extemporánea. 

El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda. La conducta culpo-
sa debe tenerse por debidamente atribuida con motivación suficiente, si de los términos de la sentencia surge con arreglo a 
la lógica y apego a las constancias de las actuaciones, que el accidente no ocurrió a raíz del juego de causas que implicasen 
circunstancias invencibles e imprevisibles para el acusado. 

La esencia del delito producido por imprudencia, tradicionalmente presentado en los términos de una “omisión del 
deber de cuidado”, se encuentra dada por la creación de un peligro por encima del límite del riesgo permitido, lo que evi-
dentemente se logra con el consumo de alcohol, cuyos efectos sobre la conducción de automotores resultan conocidos e 
incuestionables. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Díaz) 

En nuestro sistema procesal rige el sistema de libertad probatoria, y el de libre convicción del juez o sana crítica ra-
cional indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios 
descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del 
hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o 
tasación legal alguna. 

En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, siempre que sea pre-
visible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del resultado, lo que equivale a 
decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el hecho existe un nexo causal, y sólo se justifica 
imputar el resultado si éste fue causado por una conducta descuidada y antijurídica. (Del voto de los Dres. Catalano, Corne-

jo, Ferraris, Posadas y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ORTEGA, SANTIAGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.739/10)  (Tomo 160:  863/872 - 
31/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 1310/1315. 
DOCTRINA: La vía de revisión ha sido dotada de la excepcional virtualidad de conmover los efectos de una sentencia pa-
sada en autoridad de cosa juzgada, lo cual se traduce en la necesidad de que las disposiciones legales que la rigen sean in-
terpretadas en forma especialmente restrictiva. 
 El recurso de revisión permite que la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, a las resultas de un proceso 
penal pueda, en circunstancia excepcionales, ser objeto de una nueva consideración con el objeto de favorecer la situación 
del condenado. En ese orden, sabido es que el recurso de revisión, procede contra las sentencias firmes en todo tiempo y a 
favor del condenado es decir, requiere inexorablemente una sentencia condenatoria firme y un condenado. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C BOCCAZZI, MARIANO MARCELO; CATTANEO, CRISTIAN ALBERTO ANTONIO; HERRERA, JORGE 
LUIS; BOCCAZZI, GERMÁN ANTONIO; RODRÍGUEZ, MARCELO GUSTAVO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
N° CJS 34.126/10) (Tomo 160: 885/890-31/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 155/160. 
DOCTRINA: Las cuestiones relacionadas con la función de control penitenciario, de competencia originariamente adminis-
trativa, excepcionalmente resultan recurribles ante el juez de ejecución, máxime en atención a que el trámite respectivo debe 
cumplir diversas etapas procesales que conllevan un lapso mayor al de la sanción impuesta en el caso, a tenor de las previ-
siones normativas de los reglamentos carcelarios, de la ley de ejecución penal y del código de procedimiento. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas,  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C CASIMIRO, MIRTA ESTELA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.678/11)  (Tomo 160: 1055/1060 
– 02/diciembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Prescripción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 53/ 56. II. ORDENAR que bajen los 
autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Tercera Nominación, a fin de que proceda a constatar, mediante los infor-
mes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la 
acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: (Mayoría) El carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no im-
plica que a efectos de la prescripción, sea posible trasponer los límites señalados en el requerimiento fiscal acudiendo a una 
presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, haciendo que este tipo de ilícitos se convier-
tan en delitos prácticamente imprescriptibles. 
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Si se pretende incluir en el curso de la prescripción actuaciones posteriores al acto requirente, resulta necesario que 
éste se reedite poniendo de manifiesto que se verifica la continuación del incumplimiento atribuido al acusado. (Del voto de 

los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano y Díaz) 

(Minoría) El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar supone el mantenimiento de una situa-
ción típica por la voluntad del autor, durante un lapso en el que se sigue realizando la figura, por lo que el delito continúa 
consumándose hasta que cesa la situación antijurídica. Cuando se dice que lo que perdura es la consumación misma, se hace 
referencia a que la permanencia mira la acción y no sus efectos. Por ello, en estas estructuras típicas está en poder del agente 
el hacer continuar o cesar esa situación antijurídica; pero mientras ésta perdure, el delito se reproduce a cada instante en su 
esquema constitutivo. 

No puede afirmarse en grado de certeza que la acción que nace de un determinado delito se extinguió por prescrip-
ción si no sabemos si el mismo ha dejado de cometerse. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C CANAVIDES, NÉSTOR RICARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.729/10)  (Tomo 160:   
447/456 - 20/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Legítimo Ejercicio del Cargo o Función. Obediencia Debida. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 324/340 y, en su mérito, revocar la 
sentencia de fs. 299 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 316/322, y absolver libremente de culpa y cargo a Oscar Del Casti-
llo Campos. 
DOCTRINA: (Mayoría) El artículo 34 inciso 4º del Código Penal, exime de pena a quien haya obrado en cumplimiento de 
un deber o en el legítimo ejercicio de su derecho, autoridad o cargo; tampoco es punible -según dispone el inciso 5º de esa 
norma- el que hubiese obrado en virtud de obediencia debida, excepto que sin medir coacción el subordinado  advierta la 
ilegitimidad de la orden y aún así actúe. Si no observa por negligencia, pudiendo hacerlo, responde por culpa; si no se per-
cata porque hay error, es causal de inculpabilidad; si no puede revisar la legalidad, es un caso de no autoría; por fin, si no 
cuenta con elementos de juicio para evaluar la naturaleza delictiva, también es causal de inculpabilidad por error. 

Quienes rechazan la naturaleza de la obediencia debida como causal de justificación asignan importancia al juicio 
de derecho sobre el resultado, olvidando que, muchas veces, el juicio del derecho, como verdadera justificación, recae sobre 
la conducta. El derecho le asigna imperatividad, en ciertos casos y bajo ciertas condiciones, a órdenes legítimas, aunque, 
dentro del contexto general, se considere ilegítimo el resultado de tales órdenes. No debe perderse de vista que la ilegitimi-
dad nace en la acción de quien dé la orden; en el que la cumple necesariamente, el derecho, por otras razones, considera 
lícito su obrar. 

Una cosa fue la justificación de hechos aberrantes para lograr la impunidad de quienes los habían cometido, y otra 
distinta la causal de justificación cuando se imparte, en otro ámbito diferente, y en el marco de la democracia, una orden que 
puede ser aún legítima, pero de resultados dañosos.  

La imposición de una pena de prisión, aún cuando fuese en suspenso, aparece absolutamente desproporcionada, 
cuando en cumplimiento de una orden un agente de policía acudió en medio de una refriega entre barras bravas, con el co-
metido de que no se extienda el pugilato, y por un infortunio se le disparó la escopeta anti disuasiva, que a la postre culminó 
con la pérdida del globo ocular de la víctima. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Posadas y Catalano) 

(Minoría) Es válida la condena si el sentenciante elaboró a su juicio incriminatorio con suficientes elementos de 
convicción y logró expresar con claridad y ajustados razonamientos los motivos por los cuales arribó a ese estado de certe-
za, conectando cada indicio con adecuada lógica y basándose en las pautas que dicta la experiencia y la psicología (sistema 
de valoración de libre convicción o sana crítica racional).  

El fundamento del reproche penal de las conductas culposas que provocan un daño está dado por la posibilidad de 
exigirle al sujeto, en el caso determinado, un cuidado tal que, atento a la previsibilidad de causar con esa conducta un daño a 
terceros, debía razonablemente guardar. 

Resulta imprudente la acción de remontar el arma de fuego y correr por medio de la gente inocente, aún cuando el 
fin del imputado haya sido disparar al aire para amedrentar a los que estaban provocando el desorden, puesto que había una 
considerable distancia entre los primeros y los segundos. El agente de policía no puede desconocer que sólo podrá utilizar 
su arma de fuego luego de que otros medios menos riesgosos para terceros no hayan sido efectivos. El art. 11, “in fine”, de 
la L.O.P.S. establece claramente que “la fuerza será empleada después de desobedecidos los avisos reglamentarios”. Enton-
ces, no resultó acorde al deber de cuidado la maniobra, siendo una medida desproporcionada la de preparar el arma con 
tanta anticipación, lo correcto hubiese sido que lo haga luego de llegar al lugar donde se estaban provocando los disturbios y 
después de intimar el cese de las agresiones. 

Las lesiones gravísimas exigen una enfermedad mental o corporal, cierta o probablemente incurable, la inutilidad 
permanente para el trabajo, la pérdida de un sentido, de un órgano, de un miembro, del uso de un órgano o miembro, de la 
palabra o de la capacidad de engendrar o concebir. La pérdida del globo ocular izquierdo –al quedar intacto el ojo derecho- 
constituye una disminución parcial y no total del sentido de la víctima. 

Para que se aplique el agravante de las lesiones culposas previsto en el segundo párrafo del art. 94 del C.P., la nor-
ma exige que las lesiones sean las de los arts. 90 o 91 del mismo cuerpo normativo “y” (conjunción copulativa), además, 
que concurra alguna de las circunstancias previstas en el segundo párrafo del art. 84, es decir: que fuera más de una las 
víctimas o que el hecho se hubiese ocasionado por la conducción imprudente, negligente o antirreglamentaria de un vehícu-
lo automotor. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Vittar  y Díaz) 

Si no se avizoraron circunstancias personales ni objetivas que permitan agravar la penalidad del condenado, resulta 
adecuado que la misma corresponda al mínimo legal previsto. (Del voto de la Dra. Garros Martínez y Vittar) 

Corresponde imponer una pena superior al mínimo previsto en la ley si se advierten circunstancias agravantes de la 
pena como es la gravedad de las lesiones causadas a la víctima y la peligrosidad de la conducta llevada a cabo por un oficial 
de policía, quien, si bien lo hacía en cumplimiento de una orden, se precipitó a los acontecimientos que se desarrollaban en 
las afueras del estadio “Padre Martearena” y además no extremó los cuidados necesarios sabiéndose conocedor de lo celoso 
del mecanismo del arma que portaba.  (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres.  Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Dr. Martini.  
CAUSA: C/C DEL CASTILLO CAMPOS, OSCAR - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.559/10)  (Tomo 160:   
01/26 - 12/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones culposas. Nexo causal. Previsión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 74/75 vta. 
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DOCTRINA: Las lesiones previstas en el art. 94 del C.P., no escapan al principio general de que deben significar un daño 
en el cuerpo o en la salud que, ineludiblemente, debe producirse por la imprudencia o negligencia del sujeto activo, lo que 
equivale a decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el hecho existe un nexo de causalidad. 

El primer deber del conductor de un vehículo automotor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que 
comanda. La conducta culposa debe tenerse por debidamente imputada con motivación suficiente, si de los términos de la 
sentencia surge con arreglo a la lógica y apego a las constancias de las actuaciones, que el hecho no ocurrió a raíz del juego 
de causas que implicasen circunstancias invencibles o imprevisibles para el acusado. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C FLORES, RAMÓN CAYETANO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 33.937/10)  (Tomo 160:  
469/476 - 20/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Revisión. Ley penal más benigna. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 4203/4206. 
DOCTRINA: Los motivos legalmente descriptos como habilitantes del recurso de revisión deben ser considerados de carác-
ter especialmente estricto. El supuesto previsto en el art. 488 inc. 5º del C.P.P., no concurre cuando la alegada ley penal más 
benigna se hallaba en vigencia cuando se dictó la sentencia cuya revisión se solicita. 

El recurso de revisión, si bien permite la alteración de la cosa juzgada en los supuestos taxativamente indicados en 
la ley procesal no autoriza que los cuestionamientos de la sentencia se multipliquen o reediten de manera periódica. La cosa 
juzgada que relativiza la vía extraordinaria intentada es la de la sentencia condenatoria y no la que oportunamente definiera 
un previo planteo de revisión. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C TORRICO, MARCELO ALEJANDRO; BRANDAN, ARIEL ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 31.535/08)  (Tomo 160:  619/626 - 27/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo agravado por el uso de armas (art. 162, inciso 2º, 1er supuesto del C.P.). 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 124/127. 
DOCTRINA: Para que exista robo agravado por el uso de armas, deben reunirse dos requisitos: uno es el efecto intimidante 
en la víctima y el otro que ese efecto tenga un correlato real, en cuanto se ha corrido efectivo riesgo de que el arma sea em-
pleada como tal. El arma es considerada desde el punto de vista del poder intimidante que ejerce sobre la víctima. 

El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo) que sabiendo que dispone de un arma lo hace conocer a 
su víctima cualquiera sea el modo (blandiéndola o mostrándola, entre otros), logra con ello vencer más fácilmente la resis-
tencia al despojo. Crea con tal actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la vez simplifica su labor delictiva. Es en esa 
interacción de sujeto activo y pasivo en la que ambos saben los diferentes roles que encarnan, uno dueño de la situación 
controlándola con un plus de violencia que es la tenencia del arma útil y el otro dominado por el peligro al que es expuesto, 
donde se advierten las ventajas o facilidades que aquél obtiene para delinquir, que justifican plenamente la aplicación de la 
figura agravada. 

Es plenamente válida la condena penal y la subsunción de los hechos en la figura agravada, si ello se corresponde 
con los elementos de prueba puestos en conocimiento del tribunal a la luz de los principios de la sana crítica racional. (Del 

voto de los Dres. Cornejo y Catalano) 

La figura de robo agravado por el uso de armas exige que el autor utilice el objeto de ataque para vencer la volun-
tad de la víctima. 

Las circunstancias posteriores al desapoderamiento violento, v.gr. persecución de la víctima junto a efectivos poli-
ciales, no desplazan el tipo agravado, configurado ya al momento de la consumación del hecho. (Del voto de los Dres. Ga-

rros Martínez, Posadas, Vittar, Díaz y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Dr. Martini,  
CAUSA: C/C CRESPO, SERGIO FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 34.098/10)  (Tomo 160:   
895/914 - 31/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo agravado por uso de armas (art. 166, inc, 2º, 1er supuesto del C.P.). Secuestro. Supre-

sión hipotética. Vis compulsiva.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 284/285. 
DOCTRINA: El secuestro de la “res furtiva” en poder del acusado resulta una prueba altamente incriminante de su partici-
pación delictiva en el delito de robo. 

La construcción racional condenatoria no puede ser afectada frente a una prueba cuestionada por irregular, si ésta 
representa un elemento más que es independiente de los valorados y, aun suprimida, no posee fuerza para revertir el fallo 
impugnado. 

Carece de relevancia para tener por consumado el robo que la víctima haya abandonado su bicicleta, pues la vio-
lencia que requiere el robo para consumar el apoderamiento, conceptualmente, comprende la vis compulsiva y, específica-
mente, el arma como tal posee un innegable efecto intimidante sobre el ofendido. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C LEDESMA, JOSÉ MIGUEL - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.165/11)  (Tomo 160:  193/198 - 
14/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba.  Diligencias Previas. Inadmisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 27/29 vta. II. 
ORDENAR al Juez Correccional y de Garantías de Tercera Nominación que proceda según lo indicado en el considerando 
6º de la presente resolución. 
DOCTRINA: El art. 281 bis del C.P.P. faculta al juez a ordenar las medidas previas que fueran necesarias tanto a los efectos 
del incidente de suspensión del juicio a prueba como para asegurar la prueba que, de no extinguirse la acción, resulten perti-
nentes y útiles a los fines del debate; claro está cuando éstas puedan verse frustradas ante el paso del tiempo que demanda el 
instituto. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ACOSTA, DIEGO ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.274/11)  (Tomo 160: 709/714 – 27/octubre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del Juicio a Prueba. Ofrecimiento fe reparación de los daños. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 34/38. 
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DOCTRINA: (Mayoría) Para obtener el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, conforme lo prescripto en el 3er 
párrafo del art. 76 bis del Código Penal, el acusado debe ofrecer hacerse cargo de la reparación de los daños ocasionados 
por el delito en la medida de lo posible. Resulta suficiente, para ello, reproducir textualmente la letra de la ley, sino que tal 
ofrecimiento, para ser real y cumplir con la exigencia de control jurisdiccional, debe ser específicamente cuantificado.  

La propuesta debe partir de las posibilidades del imputado y, además, ser proporcional a la entidad del supuesto 
daño producido, demostrando, como objeto perseguido, su internalización con el damnificado y el hecho que, jurídicamente 
imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de los Dres. Ferraris, Vittar, Catalano y Díaz) 

El ofrecimiento de reparación del daño ocasionado debe ser concreto y cuantificado, no revistiendo ese carácter el 
compromiso de ofrecer donaciones a una entidad pública. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Posadas) 

(Minoría) El principio “pro homine” impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser 
humano. Razón por la cual, el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis del Código Penal a 
los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se funda en una exége-
sis irrazonable de la norma. Además, por un principio de equidad elemental, no obstaculiza la suspensión del juicio a prueba 
la circunstancia de que el delito apareje pena de inhabilitación. 

El recaudo del consentimiento fiscal para que el tribunal pueda suspender la realización del juicio, es de dudosa 
constitucionalidad, porque cada provincia organiza su justicia y distribuye competencias, no pudiendo la ley federal entro-
meterse en ello y además, porque parecería otorgarle facultades jurisdiccionales al Ministerio Público Fiscal, debido a que 
condiciona la decisión del tribunal. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: LOZANO, CARLOS ALBERTO –INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 33.936/10)  (Tomo 160:  103/120 - 14/octubre/2011) 
 
RECURSO DE QUEJA.  Carácter restrictivo. Autosuficiencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja interpuesta a fs. 2/4. 
DOCTRINA: No corresponde hacer lugar a la queja por denegación de recurso de casación si la resolución que se pretende 
revertir no encuadra en los tipos previstos en el art. 467 del C.P.P., ni resulta equiparable a sentencia definitiva. 
     La necesaria autosuficiencia de la queja sólo se satisface cuando, quien la deduce, se hace cargo puntualmente de 
los argumentos contenidos en el auto que deniega el recurso. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
MÉNDEZ, JORGE FEDERICO BENJAMÍN – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
34.532/11)  (Tomo 160: 773/778 – 31/octubre/2011) 
 
RECURSO DE QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Cuestión Abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 3. 
DOCTRINA: Los pedidos de pronto despacho deben ser resueltos por los magistrados dentro del plazo fatal legalmente 
establecido, explicitando, en su caso, adecuadamente, las causas que justificasen su resolución tardía; evitando de esta ma-
nera situaciones en la cual es al momento de pronunciarse este tribunal, la cuestión ha devenido abstracta. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr.  Martini.  CAU-
SA: MONTAÑO, CELIN – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 34.645/11)  (Tomo 160: 873/878 – 
31/octubre/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 363/372. 
DOCTRINA: (Mayoria) La reiteración de agravios que efectúa la defensa en el marco del recurso extraordinario federal se 
presenta como una disconformidad relativos a cuestiones de hecho y prueba no alcanza para dar sustento a la vía federal 
sino en supuestos extremos de arbitrariedad, tal como lo indicara la propia Corte Federal en el fallo “Casal”. 
       No hay sentencia arbitraria si los agravios ya propuestos en casación del recurrente sólo manifiestan su discrepan-
cia con los criterios de selección y valoración de las pruebas que han utilizado los jueces de la causa para declarar autor 
penalmente responsable al acusado. La tacha de arbitrariedad es excepcional, y no procura sustituir a los jueces en asuntos 
que les son privativos, ni revisar el acierto con que ponderaron tal prueba, aunque se alegue error en la solución del caso. 
(Del voto de los Dres. Garros Martínez, Vittar, Díaz y Cornejo) 

    (Minoría) Debe concederse el recurso extraordinario federal si resulta autosuficiente y los agravios que describe el 
recurrente hallan fundamentos aptos para su revisión en la instancia extraordinaria, en tanto han sido enunciados en forma 
concreta con vinculación a los hechos de la causa y ponen de manifiesto la posible afectación de derechos de raigambre 
constitucional, como los de defensa en juicio, debido proceso e igualdad ante la ley, puntos estos que constituyen cuestión 
federal bastante. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr.  Martini.  CAU-
SA: C/C BURGOS, SANTIAGO ROBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.382/09)  (Tomo 160: 
953/962 – 02/noviembre/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Arbitrariedad.  Cuestiones procesales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 126/128 vta. 
DOCTRINA: La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir sentencias que el 
recurrente estime equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se verifique un aparta-
miento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamentación. No reúnen esos requisitos las 
discrepancias del recurrente relativas a planteos no federales propuestos, cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces 
de la causa. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Díaz) 

 Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, cuando han 
sido resueltas con fundamentos bastantes para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido. (Del voto de los 

Dres. Garros Martínez, Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C IRIARTE, JORGE SERAFÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.773/10)  (Tomo 160: 159/166 – 
14/octubre/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestión federal  suficiente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 63/106. 
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DOCTRINA: El recurso extraordinario está dirigido a un objetivo concreto y restringido: reparar agravios constitucionales; 
por tal motivo, la existencia de una cuestión federal o constitucional configura la base misma del recurso. Siendo ello así, 
constituye una carga procesal de la parte demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y la invocada 
cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado lesiona determina-
das garantías de la Constitución, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efectivamente tal violación 
en la sentencia. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ELÍAS DE BOCANERA, LETTY GRACIELA – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – 
RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.732/10)  (Tomo 160: 1017/1026 – 
02/noviembre/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Requisitos formales. Arbitrariedad. Puntos no federales. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR los recursos extraordinarios federales interpuestos a fs. 1825/1869; 1877/1895 vta. 
y 1897/1908. 
DOCTRINA: Debe denegarse al Recurso Extraordinario Federal si éste no cumple con los recaudos formales establecidos 
en la Acordada 4, del 16/03/07, de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
     La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no resulta apta para corregir sentencias que el recu-
rrente estime equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se verifique un apartamiento 
palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamentación. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C PISTÁN, 
JUAN JESÚS; CHANDUCA, ORLANDO ARGENTINO; VISUARA, MYRIAM NOEMÍ; TOLABA, LUIS ROBERTO; 
CHALABE, OSCAR ABEL - RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 32.870/09)  
(Tomo 160: 391/398 – 20/octubre/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Suficiente normas procesales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 50/65. 
DOCTRINA: Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y 
la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado lesiona 
determinadas garantías de la Constitución, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efectivamente tal 
violación en la sentencia. 
 Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario federal.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: MARTÍNEZ, ERNESTO ENZO MARTÍN – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
33.987/10)  (Tomo 160: 789/798 – 31/octubre/2011) 


